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Resumen
Actualmente, el campo mexicano se encuentran sometido a una profunda 
crisis social y ambiental, debido al modelo neoliberal con alcances globales. 
Este modelo ha estado transformando la vida y los paisajes, apropiándose de 
algún modo u otro del manejo de los recursos naturales, ocasionando deterio-
ro ambiental, despojo de bienes públicos, pérdida de soberanía alimentaria, 
entre otros. 
En México, lo anterior ha conllevado un aumento de conflictos ambientales 
que se dan particularmente entre actores locales y externos que confluyen en 
un determinado espacio local y en torno a algún recurso natural. En la región 
Costa Sur de Jalisco, en el occidente de México, siendo abundante en recur-
sos naturales y diversidad biocultural, se observa una gran cantidad de estos 
conflictos. En este capítulo se presenta un panorama general de los conflictos 
ambientales en esta región, destacando tres tipos: privatización de playas, mi-
nería y contaminación de agua. En estos conflictos se cuenta con la presencia 
de grupos de actores sociales que se resisten a estas actividades. Se termina con 
una discusión sobre las perspectivas y desafíos para hacer frente a los conflic-
tos ambientales en la región y en México.
Palabras claves: Conflictos ambientales, resistencia social, recursos natura-
les, Costa Sur de Jalisco, occidente de México
1 Este capítulo es una versión adaptada del artículo de Gerritsen y Álvarez (2015).
2 Universidad de Guadalajara, Centro Universitario de la Costa Sur, Departamento de Ecología y Re-
cursos Naturales, Av. Independencia Nacional 151, 48900 Autlán, Jal. Correo electrónico: peterge-
rritsen@cucsur.udg.mx
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Summary
Currently, the Mexican countryside is char-
acterised by a profound social and environmen-
tal crisis, caused by a neoliberal development 
model that has reached global dimensions. 
This model has been transforming both rural 
lives and landscapes, changing local forms of 
natural resource management, causing envi-
ronmental deterioration, the dismantlement 
of public property, and the loss of food sover-
eignty, among others. In Mexico, this has led to 
an increase in environmental conflicts, which 
mainly exist between local and external actors. 
In the South Coast region of Jalisco, located 
in western Mexico, with abundant natural re-
sources and biocultural diversity, a lot of these 
conflicts are observed.
This chapter presents an overview of envi-
ronmental conflicts in the region, highlighting 
three types: privatization of beaches, mining 
and water pollution. Local stakeholders that 
resist in different ways to these activities char-
acterize these conflicts. This chapter ends with 
a discussion on the prospects and challenges to 
address environmental conflicts in the region 
and in Mexico.
Keywords: Environmental conflicts, social re-
sistance, natural resources, South Coast of Jalis-
co, western Mexico.
Introducción
Hoy día, el modelo económico neoliberal 
predomina en la mayoría de los países del mun-
do y se basa en una explotación indiscriminada 
de los recursos naturales con fuertes impactos 
ecológicos negativos. Por otra parte, la desigual-
dad sigue presente en este modelo, agravando la 
situación de los pobres, dada la vulnerabilidad 
en que viven, y por la cual son más fácilmente 
despojados de su entorno local y afectados por 
la contaminación. Es así que la forma en que se 
manejan los recursos naturales representa un as-
pecto de sumo interés para todos los actores so-
ciales y es motivo de disputa y lucha de poderes 
(Durand et al., 2012).
En México, el neoliberalismo se implementó 
desde la década de 1980 y se ha estado conso-
lidando principalmente un modelo privatizador. 
A partir de la implementación de este modelo 
han incrementado los despojos y contaminación 
de los recursos naturales. De ahí surgen varias 
preguntas. ¿Dónde queda la soberanía de los re-
cursos naturales? ¿Qué alternativas existen para 
los actores locales? ¿A estos actores locales la re-
sistencia social les abre camino para reivindicar 
sus derechos?
El manejo de los recursos naturales, inclu-
yendo el tratamiento de residuos contaminan-
tes, es un tema de interés público, sin embargo, 
como ya se mencionó, en México ha permeado 
la concepción capitalista en la cual se privilegia 
la propiedad privada por encima de los dere-
chos humanos. A su vez, la perspectiva de de-
rechos humanos, en particular en relación a los 
derechos estipulados en la propia Constitución 
mexicana, resulta relevante y nos muestra un 
panorama alarmante, pues existe una sistemá-
tica violación a los derechos humanos, particu-
larmente a la protección de la salud, a un medio 
ambiente sano y al agua, correspondientes al 
artículo 4 de la Constitución Política mexicana. 
Enfocarse en los conflictos ambientales, como 
haremos de aquí adelante, permite entender no 
solo aspectos de la relación sociedad-naturale-
za, sino también de las relaciones sociales y de 
poder en torno a los recursos naturales y su ma-
nejo. Esto, a la vez nos obliga a replantear la po-
sición social frente al medio ambiente, al llevar 
a una negociación de intereses y visiones entre 
los diferentes actores sociales involucrados (Te-
treault et al., 2012a, 2012b). 
Conflicto, problema y territorio
Existe una relación entre los conflictos am-
bientales con los territorios donde se ocasio-
nan o donde impactan. Los territorios, en su 
dimensión geográfica, tiene una especificidad 
local, ya que se construyen a partir de la interre-
lación entre las poblaciones locales y su medio 
físico en un proceso de apropiación histórica, 
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alrededor del cual se construyen también la cul-
tura, la economía y la política, la historia par-
ticular (Echeverri & Pilar, 2002). Es desde el 
territorio entendido como patrimonio biocultu-
ral, desde el cual se emprenden las resistencias 
sociales ante conflictos ambientales, y muchas 
veces con el establecimiento de alianzas con ac-
tores que actúan en los ámbitos nacionales e in-
ternacionales.
La región Costa Sur de Jalisco es uno de los 
territorios donde se observa múltiples procesos 
de transformación de los paisajes y un incre-
mento en los problemas y conflictos ambientales. 
En este capítulo presentamos un primer acerca-
miento a algunos de los conflictos ambientales 
más representativos de esta región, la cual cuen-
ta con una alta diversidad biológica y cultural. 
A continuación presentamos un panorama gene-
ral de los conflictos ambientales en México y en 
la región, para posteriormente presentar algunos 
casos particulares que han tenido presencia en 
los medios de comunicación.
Los conflictos ambientales  
en México
A lo largo de la historia humana han existido 
los conflictos ambientales, a razón de las disputas 
en torno a la escasez de determinados recursos 
naturales. Actualmente, estos conflictos han ad-
quirido una mayor complejidad, debido al desa-
rrollo de las sociedades modernas, y tienen que 
ver mucho más con la forma en que se adminis-
tran los recursos naturales con base en la econo-
mía y política vigentes. Además, los conflictos 
ambientales son ocasionados por la manera en 
que se da el manejo de residuos y sus consecuen-
cias: contaminación, enfermedades y pérdida de 
medios para el sustento. 
Con lo anterior expuesto, un conflicto ambien-
tal se puede considerar como aquel conflicto que 
surge en torno a los productos y servicios que se 
obtienen de algún recurso natural, o puede estar 
relacionado con el manejo de residuos origina-
dos de su extracción o procesamiento. En el pri-
mer caso tiene que ver con las preguntas: ¿quién 
tiene derecho a qué y a cuánto de los recursos 
naturales?, ¿dónde entra el Estado, desde el cual 
se decide quién goza de qué derechos? En el se-
gundo caso hablamos de un problema ambiental 
como la contaminación ambiental que genera un 
conflicto social, donde la pregunta que surge es 
¿quién debe pagar o sufrir las consecuencias por 
contaminación causadas por empresas privadas 
o por el mismo Gobierno para la reproducción 
de un estilo de vida insustentable?
Las causas de los conflictos ambientales son 
varias. Por una parte tienen que ver con el au-
mento del consumo de los productos y servicios 
en las sociedades modernas, pero por otra par-
te tienen que ver con el deterioro ambiental y la 
consecuente escasez de los recursos naturales, 
aunados a la expansión del capital, privatiza-
ción de bienes naturales y políticas inadecuadas, 
como parte del modelo neoliberal de desarrollo 
(Paz, 2012: 11).
La privatización es un fenómeno que ha veni-
do ocurriendo de manera creciente en México, 
particularmente a partir de 1992 con la reforma 
al artículo 27 de la Constitución mexicana, que 
facilita la compra-venta de tierras en comunida-
des rurales, y que ha incrementado los casos de 
conflictos ambientales debido a la disputa por 
los territorios. Este proceso ha conllevado una 
aceleración en la desapropiación de la tierra, y 
ha ido debilitando las instituciones locales en 
las comunidades rurales. Esto ha ido de la mano 
de la política macroeconómica de liberalización 
del mercado y de promoción de la inversión ex-
tranjera, de tal modo que actualmente tenemos 
un creciente porcentaje de tierras mexicanas en 
manos de extranjeros (Villa, 2011; Martínez & 
Corgos, 2013). En este sentido, y como ya se 
mencionó en el párrafo anterior, la presencia 
de nuevos actores sociales en el campo mexi-
cano es otra de las razones del incremento y la 
complejización de los conflictos ambientales. 
En otras palabras, la problemática ambiental ya 
no es solamente un fenómeno multidimensio-
nal y multiescala, sino que se convierte también, 
y sobre todo, en un proceso multiactor (Ge-
rritsen, 2010). 
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Panorama actual de los conflictos 
ambientales en México
En cuanto al panorama actual de los conflictos 
ambientales en México, el 39% se relacionan con 
el agua; el 25%, con tierras de cultivo y territorio, 
y el 15% surgen del establecimiento de las áreas 
protegidas (Paz, 2012). Los factores causantes 
más comunes son la urbanización, la actividad 
industrial y la actividad minera a cielo abierto. 
Dentro de las causas estructurales se encuentra 
el modelo económico y las estructuras políticas, 
es decir, la imposición, la corrupción, el cambio 
de rol del Estado y el debilitamiento de las ca-
pacidades políticas en ámbitos locales. Como ya 
mencionamos, en los últimos años se ha incre-
mentado el número de conflictos ambientales 
y resuenan casos en torno a la construcción de 
presas, la destrucción y contaminación causadas 
por la actividad minera, la contaminación cau-
sada por maquiladoras, y el desecho industrial 
y municipal a ríos. Paz (2012) ofrece una clasifi-
cación muy útil de conflictos ambientales según 
el tipo de afectación, causa y recurso afectado 
(Cuadro 1).
En el caso de Jalisco, los conflictos se centran 
principalmente en el tratamiento de aguas resi-
duales, el manejo inadecuado y disposición final 
de residuos municipales, la afectación a bosques, 
aguas superficiales y biodiversidad (semillas y 
recursos fitogenéticos) (Paz, 2012). Desde hace 
30 años a la fecha, 20% de la superficie de Jalisco 
registró cambios de uso de suelo, lo que nos ha-
bla de nuevas actividades productivas, principal-
mente. Aunado a esto, en 40 años se ha perdido 
una tercera parte de las selvas y bosques de la re-
gión costera de Jalisco (Greenpeace, 2011).
Respuestas y resistencias  
de actores locales
En el contexto de los conflictos ambientales, 
en México han surgido varias redes en resisten-
cia como, por ejemplo, la Red en Defensa del 
Maíz Nativo (RDMN), el Movimiento Mexicano 
de Afectados por las Presas y en Defensa de los 
Ríos (MAPDER), la Red Mexicana de Afectados 
por la Minería (REMA) y la Asamblea Nacional 
de Afectados Ambientales (ANAA), entre otros. 
Las características comunes entre estos movi-
mientos impulsados por las comunidades son 
el interés por mantener el control sobre su te-
rritorio y sus recursos naturales, restaurar las 
condiciones ecológicas del entorno donde viven, 
mantener sus prácticas socioculturales y produc-
tivas, buscar poder decidir su futuro, y ser trata-
dos en igualdad de condiciones y derechos (Paz, 
2012). Más en particular, estos movimientos se 
Cuadro 1. Causas, recursos afectados y tipos de afectación  
de los conflictos ambientales según Fernanda Paz







• Disputas locales 
• Desarrollo turístico 
• Disposición de residuos
• Actividades ilegales 
• Parques eólicos
• Agua
• Tierra de cultivo
• Territorio
• Área natural protegida/zona de pro-












Fuente: adaptado de Paz (2012).
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orientan a la construcción de formas alternativas 
de gestión pública y social de los recursos natu-
rales (Morales et al., 2008: 13-14).
Según un rápido análisis de una base de datos 
de conflictos ambientales en el mundo –la cual 
cuenta a la fecha con aproximadamente 1.100 ca-
sos–, en una proporción de entre el 15 y el 20% de 
los casos de conflicto, actores locales han logrado 
frenar actividades extractivas o contaminantes 
en su territorio (Martínez, 2014). Sin embargo, 
las resistencias pueden tener un alto costo so-
cial y personal. Según un informe presentado el 
pasado abril por la organización Global Witness 
(2014), los países con mayor número de ecolo-
gistas asesinados son Brasil, México, Colombia y 
naciones de Asia. Así, en los últimos 10 años se 
tiene una estimación de 908 ecologistas muertos 
en el mundo por la defensa del medio ambiente.
Diseño del estudio
Nuestro acercamiento a los conflictos ambien-
tales se realizó en la región político-administrati-
va Costa Sur de Jalisco. Esta región se caracteriza 
por ser predominantemente rural (Gerritsen et 
al., 2005) (Mapa 1).
Las condiciones ambientales en la región 
Costa Sur de Jalisco son diversas y complejas, 
ocasionadas por la variación altitudinal y el re-
lieve accidentado de los terrenos. Esta región es 
proveedora de agua, madera, alimentos, forrajes, 
medicinas y otros diversos recursos no madera-
bles, así como de una variedad de servicios am-
bientales. No solamente la región se caracteriza 
por una gran diversidad biológica, sino también 
por una gran diversidad productiva. Referente a 
lo último, encontramos la producción en inver-
naderos y siembras de riego; en cuanto a la pro-
ducción pecuaria, encontramos modelos de libre 
pastoreo, de estabulación y mixtos. Mediante la 
práctica de la agricultura de temporal se obtiene 
maíz, sorgo, calabaza, frijol, cacahuate, cebada, 
avena forrajera y jamaica. Con la agricultura de 
riego se produce maíz, caña de azúcar, aguacate, 
mango, sorgo, jitomate, chile, pepino, sandía, 
melón, trigo, avena, cítricos, alfalfa y papayo 
(Gerritsen et al., 2005).
Existe una gran diversidad biocultural y 
de formas de producción en el área de estudio 
mencionada, y, como lo describe Ochoa-García 
(2005), esta diversidad tiene una larga tradición. 
Sin embargo, a través del tiempo muchas trans-
formaciones han ocurrido y actualmente la gran 
mayoría de los sistemas de producción se pueden 
considerar como modos de apropiación agroin-
dustrial de la naturaleza (González & Toledo, 
2011). Es así como en los paisajes de la región se 
pueden observar la caña, el agave, las hortalizas, 
el maíz y el sorgo en sistemas de producción que 
varían entre sistemas tecnificados y paquetes tec-
nológicos (Gerritsen et al., 2006).
En la región Costa Sur de Jalisco, se obser-
van una gran cantidad de conflictos ambienta-
les. Como parte de un proyecto internacional 
para el inventario de conflictos ambientales 
(EJOLT)3, hemos iniciado con la caracteriza-
ción de la región Costa Sur, principalmente a 
3 Environmental Justice Organisations, Liabilities and Trade (http://www.ejolt.org).
Mapa 1. Región Costa Sur de Jalisco
Fuente: elaboración propia.
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través de la revisión de información secunda-
ria y entrevistas a informantes claves. Además, 
por nuestra convivencia en la región y nuestro 
involucramiento en la búsqueda de soluciones 
hemos podido acercarnos a los problemas y 
conflictos ambientales. 
Cinco casos de conflictos ambientales  
en la región Costa Sur de Jalisco
Como ya mencionamos, la Costa Sur de Jalis-
co se caracteriza por una alta diversidad biológica 
y cultural. En ella encontramos principalmente 
conflictos por privatización de playas, contami-
nación de agua y minería (Cuadro 2). Estos con-
flictos se han generado debido a la resistencia de 
los actores locales afectados y los contrapoderes 
que han ido construyendo para la defensa de sus 
recursos naturales (tanto productos como servi-
cios ambientales). 
A continuación se presentarán los cinco casos 
de conflictos ambientales que se tienen identifi-
cados en la región, para ir construyendo un pa-
norama más amplio y, con ello, poder pensar en 
alternativas.
Primer y segundo caso: la privatización de las 
playas Tenacatita y Careyitos
La privatización de las playas mexicanas es un 
proceso con una creciente aceleración. Del 2000 
al 2012 se otorgaron 48.500 concesiones de playa, 
4.000 al año, dos por hora a distintos particulares 
(Ramírez, 2013). La privatización se vio impul-
sada particularmente en las presidencias de Cal-
derón y Zedillo, aun cuando la zona presentaba 
ya una historia de cacicazgo marcada (Ávila & 
Luna, 2013; Martínez & Corgos, 2013; Ramírez, 
2013). En este sentido, Ávila y Luna (2013) des-
criben los distintos procesos a través de los cua-
les se ha logrado la posesión-desposesión de las 
tierras costeras, a manos principalmente de ex-
tranjeros y grandes empresarios.
Hasta el 2013, la modalidad para adquirir 
tierras costeras por parte de los inversionistas 
extranjeros fue a través de fideicomisos y presta-
nombres; actualmente hay más de 300 fideicomi-
sos, y en Jalisco hay 380 propiedades a nombre 
de fideicomisos, la mitad del Banco Nacional de 
México y el resto de BBVA Bancomer, Banco Az-
teca, Banco Nacional de México, Banco Mercan-
til del Norte, Blou Holdings, Banco BCH, entre 
otros (El Informador, 2012; Ávila & Luna, 2013).
Además, mientras anteriormente los extran-
jeros no podían comprar terrenos en los 100 
kilómetros de las fronteras mexicanas y a 50 ki-
lómetros de las costas, el 23 de abril del 2013 se 
aprueba una fracción del artículo 27 constitucio-
nal que permite que los extranjeros sean propie-
tarios legales de esas tierras (Ramírez, 2013).
En torno a este proceso de privatización han 
surgido resistencias, como es el caso emblemá-
tico de Tenacatita, como veremos más adelante, 
Cuadro 2. Caracterización general de los conflictos socioambientales  
en la Costa Sur de Jalisco 
Tipo Lugar Causa Recurso Tipo afectación
Privatización de 
playas









Salud, tierra de 
cultivo, agua
Contaminación y escasez
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y en reiteradas ocasiones ha habido quienes han 
buscado apagarlas de diferentes maneras, inclu-
yendo, entre estas, desapariciones forzadas y un 
presunto asesinato, como el caso de los tres pes-
cadores de Cruz de Loreto, los cuales desapare-
cieron en el 2011, y el asesinato del líder de las 
cooperativas pesqueras de la Costa Sur de Jalisco, 
Aurelio Sánchez, en el mismo año. El crimen or-
ganizado representa también en este sentido un 
agravante de los conflictos y de la violencia que 
se vive en la zona (Castillo, 2014).
La privatización de las playas se ve impulsa-
da en gran medida por los desarrollos turísticos 
costeros, pero también por la construcción de 
campos exclusivos de golf. El gobierno del esta-
do de Jalisco, a través de la Secretaría de Turismo 
(SECTURJAL), tiene en proceso el estudio para 
el “Programa de Desarrollo Turístico de la Ruta 
Costa Alegre” (2013), para el cual se pretenden 
invertir alrededor de 21 mil millones de pesos en 
14 proyectos llevados por 32 inversionistas pro-
venientes de Jalisco, Monterrey, Distrito Fede-
ral, Estados Unidos, Alemania y Francia (Nuño, 
2013). Estos proyectos pretenden detonar el tu-
rismo principalmente en los municipios de La 
Huerta, Cihuatlán, Tomatlán y Cabo Corrientes; 
entre estos proyectos se incluye la expansión de 
varias zonas costeras, así como un aeropuerto en 
Chalacatepec, una marina para embarcaciones 
recreativas y la construcción de una presa para el 
río San Nicolás (Nuño, 2013). 
La playa de Tenacatita
El conflicto ambiental en Tenacatita inicia 
en 1972, aunque se intensifica en el 2010. Todo 
comenzó cuando la viuda del exgobernador 
González Gallo heredó 42 hectáreas. Cuando se 
pretende llevar a cabo la ampliación al ejido en 
1972 ella interpone un amparo y gana; pasan los 
años y no toma posesión del terreno, mientras 
que permanece la población local, y José María 
Andrés Villalobos se lo compra a ella y alteran 
para la compra-venta la escritura, de contar con 
42 hectáreas, ponen cerca de 80. Por otra parte, 
con el programa federal “Procede” (“Programa 
de Certificación de Derechos Ejidales”, que fa-
cilita la compra-venta de tierras campesinas) 
se certificaron esas mismas tierras, dando lu-
gar a 220 lotes que fueron vendidos a peque-
ños propietarios, muchos de los cuales son los 
mismos que han trabajado en la zona en labo-
res turísticas dedicados a restaurantes, hoteles 
y pesca los últimos 40 años (Mendoza, 2013; 
Ramírez, 2013).
En este contexto acontece que, en la madru-
gada del miércoles 4 de agosto del 2010, entre 
136 y 150 antimotines desalojaron a cerca de 
800 habitantes del ejido El Rebalsito de Apazul-
co, por órdenes del secretario del Juzgado Mixto 
en Cihuatlán y el segundo de lo Civil de Autlán. 
Después se colocó una malla de ciclón electrifi-
cada al pie de la carretera, junto con una caseta 
improvisada con 10 policías estatales para vigi-
lar el acceso, todo esto con el apoyo del entonces 
gobernador Emilio González Márquez. La po-
blación afectada es del ejido el Rebalsito, confor-
mada por 800 personas, de las cuales alrededor 
de 100 se quedaron sin medios de trabajo. Son 18 
los socios de la cooperativa de pescadores (de 3ª 
generación) que se vieron afectados, perdiendo 
en promedio un ingreso por semana por persona 
de 1.200 pesos (Ramírez, 2013).
En octubre del 2010 la gente se movilizó y fue a 
Temacapulín a un evento con otros movimientos 
similares a denunciar su caso. Esto, en conjunto 
con otras actividades como la documentación de 
las violaciones a los derechos humanos4, fue for-
taleciendo al movimiento y el tema fue entrando 
poco a poco en la esfera de la opinión pública 
(Nuño & Hernández, 2013b).
Luego de dos años y medio, el 2 de junio de 
2013 derriban la puerta de Rodenas y abren la 
playa de nuevo al público, aunque con ciertas 
restricciones y custodiada por 15 elementos de la 
Fiscalía General del Estado (FGJ). Luego de es-
tos dos años y medio en que la playa fue cerrada, 
se observan daños ambientales y económicos, 
y se ha destruido una considerable cantidad de 
4 Para ello recibieron el apoyo de algunos diputados.
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mangle; asimismo, hay riesgo de perderse más 
mangle por la presencia de Rodenas y el desagüe 
de agroquímicos existente. Además, según el 
exalcalde Carlos Román Ramírez Núñez, el mu-
nicipio de La Huerta se quedó sin muchos apoyos 
del gobierno del estado por defender Tenacatita 
(Corral, 2012; Ramírez, 2013).
Actualmente el municipio tiene la concesión 
de la zona, pero Rodenas puso un amparo, que 
está en revisión. Las palapas no podrán reinsta-
larse pronto, ya que conviene respetar el destino 
que se le dio al municipio de la zona federal, que 
es para playa libre, recreativa y malecón, a decir 
del actual alcalde de La Huerta, Julián de Niz 
(Santos, 2013b).
La playa Careyitos
Ubicada en el municipio de La Huerta, con 
485 metros de largo, es el escenario de otro caso 
de despojo del territorio y de los medios de vida 
de una población. Por una parte están los pobla-
dores de la localidad Emiliano Zapata, particu-
larmente los pescadores, que tienen alrededor de 
50 años trabajando ahí, de cuya actividad depen-
den alrededor de 200 personas; y por otra parte 
están los empresarios interesados en promover 
en esta playa el proyecto denominado Marina 
Careyes (Martínez & Corgos, 2013; Nuño & Her-
nández, 2013a). 
El conflicto inicia en 1991 cuando la empre-
sa española Imágenes y Espectáculos de Lujo 
(IEL) compra tierras en Careyitos colindantes 
a donde trabaja la Sociedad Cooperativa de 
Pesca de Ribera Punta Pérula. Esta cooperativa 
cuenta con 4.160 m2 de concesión para realizar 
la pesca, la que representa su principal fuente 
de sustento. 
Es en el año 2001 cuando ocurre el primer 
intento de desalojo de los pescadores, colo-
cando una barrera para impedir la entrada. 
En respuesta, los pescadores se apoyan del go-
bierno municipal, el cual obliga a IEL a firmar 
un convenio que dice que permitirán el acceso. 
En el 2005 IEL solicita un permiso a la Semar-
nat (Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales) para construir un hotel, residencias 
de lujo y una marina, siendo este aprobado. 
Ante esto, investigadores de la Universidad de 
Guadalajara y de la Universidad Nacional Autó-
noma de México alertan sobre los posibles da-
ños, y la Semarnat se ve obligada a retractarse. 
Durante ese año la cooperativa pesquera solicita 
la renovación de su concesión, la cual es acep-
tada. Sin embargo, cuando siete meses después 
la IEL la solicita también, se le cancela a la coo-
perativa de pescadores. Ante esto la cooperativa 
interpuso un amparo legal y ha seguido traba-
jando, aun cuando no se solucionó el asunto 
(Martínez & Corgos, 2013).
En el 2009 IEL obtiene la concesión de 13.873 
m2 en la playa Careyes con una vigencia de 15 
años, sin embargo esta concesión se traslapa en 
20 m2 con el título de la Sociedad Cooperativa de 
Pesca de Ribera Punta Pérula. En este escenario, 
la Semarnat les cancela el uso a los pescadores, 
mientras que la Sagarpa (Secretaría de Agricultu-
ra, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimen-
tación) les otorga un subsidio de 5 millones de 
pesos para la construcción de una lonja pesque-
ra. Cuando la cooperativa comienza a construir, 
IEL los demanda por invasión de propiedad pri-
vada, dando la Semarnat clausura a la obra, por 
lo que la cooperativa tuvo que regresar el subsi-
dio (Martínez & Corgos, 2013).
La situación se torna más delicada cuando, el 
13 de julio del 2011, fue asesinado el líder de las 
cooperativas pesqueras de la Costa Sur de Jalis-
co, Aureliano Sánchez Ruiz, representante legal 
en esta disputa (Guillén, 2012c); a la fecha no se 
ha aclarado el crimen. Este lamentable aconte-
cimiento ocasionó que los pescadores se fueran 
con más mesura en este conflicto.
El 7 de julio del 2012, IEL coloca una puerta 
a la entrada de la playa Careyitos, bloquea su 
acceso y contrata seguridad privada. El muni-
cipio interviene para que el acceso no se res-
trinja, quedando el bloqueo de forma parcial, 
de tal forma que no pueden acceder vehícu-
los; esto dificulta además el acceso y trabajo de 
los pescadores. La explicación para el bloqueo 
se dio en un letrero dispuesto a la entrada, el 
cual señalaba que era para evitar se construyera 
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ilegalmente una pescadería, lo que “sí” repre-
sentaría una privatización de la playa (Nuño, 
2012). Actualmente sigue sin resolverse nada; 
las autoridades municipales han apoyado las 
demandas ciudadanas ante la PROFEPA (Pro-
curaduría Federal de Protección al Ambiente, 
se encarga de vigilar la implementación de las 
normas ambientales mexicanas), y los pescado-
res han interpuesto recursos legales para esta 
situación, sin embargo, hasta la fecha no ha 
sido suficiente (Guillén, 2012a, 2012b). Aunado 
a esto, los pescadores se encuentran en riesgo 
de ser aprehendidos por la demanda interpues-
ta por IEL por invasión de propiedad privada 
(Martínez & Corgos, 2013).
Tercer caso: la contaminación del río Ayuquila
El río Ayuquila es una de las 24 cuencas prio-
ritarias de México y uno de los 43 ríos más im-
portantes a nivel nacional, además de poseer 
una importancia en términos de biodiversidad 
en la zona occidente del país. Este río recorre 
321 kilómetros desde la Sierra de Quila, en Ja-
lisco, hasta el mar en Boca de Pascuales, en el 
estado de Colima. Esta cuenca presenta un com-
plejo mosaico de vegetación de gran diversi-
dad florística y faunística, producto de factores 
topográficos, edáficos y ambientales. Entre los 
poblados que se encuentran dentro de la cuen-
ca destacan por tamaño de población: Armería, 
Autlán, Ayutla, Colima, Comala, Coquimatlán, 
El Grullo, El Limón, Ejutla, San Gabriel, Tapal-
pa, Tolimán, Tuxcacuesco, Unión de Tula y Za-
potitlán, aunados a las comunidades de menor 
tamaño que también dependen del río, desde los 
que lo usan para la irrigación de la agricultura o 
el mantenimiento de su ganado, a los que viven 
de la pesca realizada directamente en sus aguas 
(Gerritsen et al., 2005).
La región tiene una importante actividad 
agrícola, destacando el cultivo de caña de azú-
car, jitomate, cítricos, mango, sandía, melón, 
sorgo, maíz, frijol, café, coco y plátano; así mis-
mo la ganadería extensiva de bovinos, la pes-
ca, el aprovechamiento forestal y el turismo son 
otras actividades importantes en la zona, las 
cuales se han visto afectadas por la contamina-
ción del río.
El deterioro de cuencas representa un pro-
blema ambiental, social y económico de gran 
relevancia a nivel nacional e internacional; y no 
hay excepción para el caso de la cuenca del río 
Ayuquila.
A partir de la década de los cincuenta se em-
pezaron a construir presas (en 1959, la presa Ta-
cotán; en 1961, Tetelpa; en 1973, Las Piedras, y 
en 1993, Trigomil) y canales de irrigación para 
la expansión de la agricultura agroindustrial, lo 
que significó que muchas ciudades regionales se 
convirtieran en centros de industria y comercio, 
y que la población se concentrara en esta zona 
de la cuenca, y poca se mantuviera río abajo, 
donde el agua llega con menor abundancia y se 
encuentra severamente contaminada (Cotler & 
Caire, 2009).
Junto con las descargas municipales, princi-
palmente de El Grullo y Autlán, una de las indus-
trias que mayor impacto ambiental ha tenido en 
el río es el Ingenio Azucarero Melchor Ocampo, 
el cual se instala en el kilómetro 15 de la carretera 
Autlán-El Grullo, y que en un inicio tenía descar-
gas industriales de sosa cáustica, aguas negras y 
aguas residuales, producto de la molienda de la 
caña; provocando la muerte masiva de peces, y 
afectando la salud y fuente de alimento de po-
blaciones ribereñas de los municipios de Tux-
cacuesco, Tolimán y Zapotitlán de Vadillo, los 
cuales están considerados como muy margina-
dos (Graf et al., s.f.). Asimismo, se identificó un 
incremento en las enfermedades de la población 
que habita en la cuenca, como escoriaciones en la 
piel y granos, enfermedades del estómago, dolo-
res de cabeza, vómitos, ardor en nariz, garganta 
y ojos. La contaminación también llegó a provo-
car el aborto del ganado e incluso su muerte por 
ingerir aguas contaminadas del río, afectando de 
manera importante la economía familiar de los 
poblados. Otros problemas que se presentan en 
el río ocurren a raíz de los desechos agrícolas 
cargados de agroquímicos, así como la sedimen-
tación de suelo erosionado, el desecamiento del 
río por la desviación de agua para uso de riego 
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agrícola y de consumo en centros de población 
e industrias, disminuyendo el caudal y afectando 
la biota acuática, además de favorecer la concen-
tración de contaminantes (INE, 2000).
La contaminación y sus consecuencias se 
vieron agravadas fuertemente hasta que la po-
blación afectada comienzó a movilizarse, apo-
yada por el Instituto Manantlán de Ecología y 
Conservación de la Biodiversidad (IMECBIO), 
que en 1989 realiza un estudio de la problemá-
tica, y la Dirección de la Reserva de la Biosfera 
Sierra de Manantlán (DRBSM), que contribuye 
en la conformación de comités de defensa del 
río Ayuquila. Posteriormente realizan estudios 
para sustentar las demandas ciudadanas, y se 
hace una campaña de denuncia pública en los 
medios de comunicación, así como talleres de 
educación ambiental con las poblaciones río 
arriba, con los cuales se desarrolló el proyecto 
de separación de desechos sólidos de El Gru-
llo y Autlán, que fue un éxito (Graf et al., s.f.). 
Como producto de estos múltiples esfuerzos, en 
1998 se constituye la Comisión de la Cuenca del 
Río Ayuquila-Armería, sin embargo en esta se 
enfocaron más en el problema de la distribución 
que en el de la contaminación, y se contaba con 
poca participación ciudadana y de los munici-
pios (Graf et al., s.f.). 
En 1998 ocurre un accidente en el Ingenio 
Azucarero Melchor Ocampo, por el que se de-
rrama melaza al río en grandes cantidades, oca-
sionando la muerte masiva de peces y causando 
impacto no solo a los municipios de Jalisco, sino 
también en el estado de Colima, a más de 100 km 
de distancia. El ingenio fue multado y obligado 
a cambiar su sistema de manejo de aguas resi-
duales, eliminando por completo las descargas 
de agua contaminada al río en el 2000, trayendo 
notables mejorías (Graf et al., s.f.).
Otra respuesta a estas demandas ciudadanas 
fue la construcción de plantas de tratamiento de 
aguas residuales para las descargas municipales. 
Estos cambios mejoraron en gran medida las 
condiciones del río, sin embargo, la contamina-
ción por las descargas municipales sigue siendo 
un problema, pues faltan plantas de tratamiento, 
otras no funcionan correctamente o aún no han 
tenido el impacto requerido en el río, y el agua 
tratada todavía supera los niveles de contami-
nantes que exige la norma, sobre todo de coli-
formes fecales, por lo que todavía no son aguas 
aptas ni para bañarse o pescar.
Como consecuencia del exitoso trabajo cola-
borativo entre distintos actores, se define la “Ini-
ciativa Intermunicipal para la Gestión Integral 
de la Cuenca del Río Ayuquila” (IIGICRA), carta 
de intención que es firmada en el 2001 por ocho 
ayuntamientos, a la cual se unen posteriormen-
te otros dos más. Con esta iniciativa se buscan 
generar mecanismos de gobernanza local para la 
gestión ambiental, y a través de ella se conforma 
la asociación de municipios “Junta Intermunici-
pal de Medio Ambiente para la Gestión Integral 
de la Cuenca Baja del Río Ayuquila” (JIRA), con 
la cual se han obtenido importantes logros en 
materia de gestión ambiental. 
Pese a estos esfuerzos, han seguido generán-
dose eventos y alertas sanitarias por los altos 
niveles de contaminación, ya sea por el mal fun-
cionamiento de alguna planta o la suspensión de 
su actividad; el desacato del ingenio, o el incre-
mento de actividades productivas que vierten sus 
desechos al río.
En abril del presente año la Universidad de 
Guadalajara emite una alerta sanitaria por los al-
tos niveles de contaminación, sobre todo por co-
liformes fecales a causa de que los municipios de 
Autlán, El Grullo, El Limón, Tonaya y Tuxcacues-
co descargan sus aguas sin tratar; en el caso de 
Autlán se debe a que suspendieron la operación 
de su planta de tratamiento; y en Tonaya, aunque 
existe la planta, no está operando; en el resto de 
los casos no se cuenta con plantas de tratamiento 
(Castillo, 2014).
El 17 de junio del mismo año, vuelve a haber 
una alerta por la muerte masiva de peces que se 
le atribuye a las descargas del ingenio nuevamen-
te (Aguilar, 2014). El problema para sancionar 
al ingenio es que la institución que legalmente 
debe hacerlo es la Comisión Nacional del Agua 
(CNA), sin embargo, esta no ha tomado suficien-
tes cartas en el asunto (Osorio, 2006).
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Cuarto y quinto caso:
las minas Peña Colorada y Gan Bo
La actividad minera es una de las más agresi-
vas con el medio ambiente. Primero, es una acti-
vidad poco eficiente; se requiere la movilización 
de mucho material para extraer proporcional-
mente poco producto. Además, el tratamiento 
que se le da al producto es contaminante. Así, 
los impactos van, por un lado, a la atmósfera a 
través de emisiones gaseosas, aerosoles, ruido, 
producción de ondas aéreas; por otro lado, a sue-
lo y terreno, a partir de la desertización de este, 
la desestabilización de laderas con impacto en el 
nivel freático, la pérdida de propiedades físicas y 
químicas del suelo, y, finalmente, al agua a partir 
de la alteración de la dinámica fluvial, contami-
nación por metales pesados y metaloides, varia-
ciones del pH por el drenaje ácido de mina, etc. 
(Higueras & Oyarzun, s.f.). Aunado a eso, el mo-
delo de extracción se ha modificado en la bús-
queda de mayores ganancias, por un lado a través 
de la eficiencia, pero por otro a partir de la ex-
ternalización de los costos sociales y ambientales 
(Castro, 2013: 4). El impacto ambiental depende 
del tipo de mineral que es extraído, sin embar-
go, debido a que en la actualidad se practica pre-
dominantemente la minería a cielo abierto, por 
ser considerablemente más económica, se incre-
menta el impacto negativo por el uso de explosi-
vos y por los procesos químicos requeridos, los 
cuales son altamente contaminantes. Asimismo, 
la minería a cielo abierto no representa una fuen-
te de empleo importante, debido a que se requie-
re poca mano de obra por el uso de maquinaria 
y explosivos para la mayor parte de los procesos 
(Martínez & Corgos, 2013). Finalmente, cabe 
mencionar que México representa un paraíso fis-
cal para las compañías mineras debido a sus ba-
jos requerimientos en pagos, que son inferiores 
al 1% del total de sus utilidades; mientras que en 
otros países, como en Canadá, el porcentaje está 
cerca del 25% (Garduño, 2013).
En Jalisco, en 2010 el 24% del territorio se en-
contraba concesionado, contrastando con el 6,6% 
que lo estaba en el 2005, cambio impulsado por 
el incremento del precio de los metales (Servicio 
Geológico Mexicano –SGM–, 2011). Así, México 
ocupa actualmente el primer lugar a nivel mun-
dial en producción de plata, y se encuentra entre 
los 10 principales productores de: oro, plomo, 
zinc, cobre, bismuto, fluorita, celestita, wollastoni-
ta, cadmio, diatomita, molibdeno, barita, grafito, 
sal, yeso y manganeso, principalmente. Es así que 
es el primer destino en inversión en exploración 
minera en América Latina y el cuarto en el mun-
do, de acuerdo con el reporte publicado por Me-
tals Economics Group en marzo de 2013. El sector 
minero-metalúrgico representa así el 4,9% del PIB 
nacional (Secretaría de Economía, 2013).
El auge de la minería se ha incrementado en 
los últimos años, ocasionando que los impactos 
ambientales se vean agudizados en los espacios 
locales. Por otra parte, un agravante a esta pro-
blemática es la minería ilegal, la cual no solo no 
paga ni el 1% a la nación, ni lleva a cabo las esca-
sas labores de restauración que con suerte llevan 
a cabo algunas minerías legales, sino que mucha 
de la minería clandestina se encuentra vinculada 
con el crimen organizado, volviendo más com-
plejos los conflictos sociales en torno a esta pro-
blemática socioambiental.
En el área de interés, existen abundantes re-
cursos mineros, encontrando hierro particular-
mente en los municipios de Cihuatlán, La Huerta 
y Villa Purificación; oro, plata, cobre y barita en 
El Grullo, El Limón y Chiquilistlán, y mangane-
so en Autlán, de acuerdo a los distritos mineros 
definidos por el Servicio Geológico Mexicano. 
Así, desde los años cincuenta se explotan los ya-
cimientos de manganeso y hierro de Autlán, La 
Huerta y Pihuamo (SGM, 2011). En la región 
ya se han manifestado conflictos ambientales 
en torno a la minería; tal es el caso de Tonaya, 
la Sierra de Manantlán, Peña Colorada y Teques-
quitlán, donde la población local organizada ha 
consolidado un frente de oposición a estas acti-
vidades. La pugna se da en torno al recurso del 
agua, los cerros, el área natural protegida (ANP), 
y las afectaciones a las localidades por conta-
minación, despojo y destrucción, implicando la 
muerte de ganado por agua contaminada y pro-
blemas de salud de la población.
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La mina Peña Colorada en el ejido de Ayotitlán
La Sierra de Manantlán es abundante en hie-
rro; algunas empresas que operan en la zona son 
la Comercializadora Internacional de Minas de 
capital chino, y la Minera del Norte (antes Mi-
nera Monterrey). Peña Colorada es una mina de 
hierro legal, y es la más grande del país, repre-
sentando el 30% de las reservas nacionales. Se 
ubica en Ayotitlán, comunidad indígena del mu-
nicipio de Cuautitlán de García Barragán, y parte 
del estado de Colima. Inició en 1967 como una 
paraestatal, para después ser privatizada; hoy en 
día es subsidiaria de dos corporaciones trasna-
cionales: Mittal Steel e Hylsa Ternium (Tetreault, 
2012a: 20). En Ayotitlán se ha observado una 
fuerte oposición a estas actividades mineras tan-
to legales como ilegales, con una fuerte organiza-
ción apoyada por el Consejo de Ancianos. Desde 
1988 más de 100 indígenas realizaron un plan-
tón frente al Palacio de Gobierno de Colima para 
protestar por los problemas causados y los pocos 
beneficios, con lo que inicia de manera fuerte la 
resistencia local (Tetreault, 2007).
En 1998, Peña Colorada pagó casi dos millo-
nes de pesos a las autoridades ejidales de Ayotit-
lán por la firma de un contrato que le permitiría 
explotar los recursos minerales de la comuni-
dad durante los siguientes 30 años, además de 
prometer pagar al ejido 136.600 pesos anuales 
por el derecho de tirar desechos industriales en 
el territorio de Ayotitlán, así como 40 mil pesos 
anuales “para gastos del Comisariado Ejidal”. 
Sin embargo, según Gaudencio Mancilla Robla-
da, representante legal del Consejo de Mayores 
de Ayotitlán, “De ese dinero, no sabemos nada, 
sólo se benefician unos cuantos” (Tetreault, 
2007: 334).
En este caso también se ha sufrido de inti-
midaciones y la población demandante ha sido 
amedrentada; tal es el caso de la desaparición del 
líder Celedonio Monroy Prudencio, el 23 de oc-
tubre del 2012, el cual sigue hasta el momento 
desaparecido; por otra parte, el secuestro y tortu-
ra del líder Gaudencio Mancilla, ocurridos el 21 
de agosto del 2013, y la actual sentencia a 3 años 
y 3 meses de prisión por “portación de armas”, 
luego de que denunció la tortura por parte de las 
autoridades, sentencia que cumple con libertad 
bajo fianza y reportes constantes ante las autori-
dades (Ferrer, 2014).
La mina Gan Bo en Tequesquitlán
En Tequesquitlán, la minera china Gan Bo 
inició actividades en el 2009, sin embargo, es 
hasta el 2013 que se manifiesta el conflicto a par-
tir del desalojo de los ciudadanos que se estaban 
manifestando en contra de la actividad minera. 
La minera produce una fuerte contaminación 
en la zona con hierro y manganeso, y no ha rea-
lizado la requerida manifestación de impacto 
ambiental. Es por eso que 22 ejidatarios interpu-
sieron una denuncia ante el Tribunal Agrario con 
sede en Colima, para revocar la asamblea en la 
que se aprobó “ilegalmente” un acta ejidal por un 
reducido grupo de ejidatarios. El acta ejidal que 
exhiben los chinos es ilegal porque fue aprobada 
por la minoría, además de que está “burdamente 
alterada”. El pozo de agua de más de 300 metros 
de profundidad que la empresa excavó es 70% 
más profundo que el pozo que abastece al pobla-
do de tres mil personas: “Esto va a traer un daño 
irreversible al pueblo por el problema del agua”. 
Este es el principal argumento expresado en la 
denuncia contra la minera, ya que la empresa no 
cumple con ninguna autorización de la Comi-
sión Nacional del Agua (Conagua). Lo que la em-
presa hizo es alquilar un predio, ahí hizo el pozo 
sin respetar ninguna ley, ninguna normatividad 
y sin autorización de ninguna autoridad federal. 
La empresa también opera la presa de desechos 
sin la autorización del ejido, y está desbordando 
y afectando los mantos freáticos.
Discusión y conclusiones
En las secciones anteriores describimos cinco 
casos de conflictos ambientales representativos 
en la región Costa Sur de Jalisco en el occiden-
te de México. El surgimiento de estos conflictos 
son un reflejo de que el modelo neoliberal y el 
manejo de los recursos naturales que propone no 
son sustentables. Al contrario, más que fortalecer 
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procesos de igualdad y equidad, generan mayor 
desigualdad y mayor conflicto entre los diferen-
tes actores que conforman nuestra sociedad. Los 
casos que describimos se asemejan a los que po-
demos encontrar a nivel nacional, según lo docu-
mentado por Paz (2012), tanto como fenómenos 
en sí como por la forma en que afectan los terri-
torios locales.
Si bien las causas y afectaciones de estos casos 
son diversas, así como los actores sociales invo-
lucrados, sí existe una correspondencia entre la 
causa, el recurso afectado y el tipo de afectación 
(Cuadro 3). Esta interrelación entre causa, recur-
so afectado y tipo de afectación nos habla de que 
la forma en que se realizan estas actividades sigue 
un procedimiento similar.
Cuadro 3. Características de los cinco casos de conflicto socioambiental  
de la Costa Sur de Jalisco
Casos Peña Colorada Río Ayuquila Careyitos Tenacatita Gan Bo
Municipio Cuautitlán de García Barragán
Cuenca del río 
Ayuquila La Huerta La Huerta
Cuautitlán de García 
Barragán
Inicio de problema 1920 Años cincuenta 1991 1972 2009
Inicio de conflicto 1988 Años noventa 2001 2010 2013









Área natural protegida, 
bosques, cerros, agua, 
suelo
Agua Zona costera Zona costera Bosques, cerros, agua, suelo
Tipo de propiedad 
donde se da el 
conflicto
Ejido y federal  
(minerales) Federal: agua
Federal: con-
cesiones que se 
traslapan
Privada, ejido y 
federal: diferentes 
asignaciones del 
mismo terreno y a 
diferentes personas
Privada y federal: 
concesiones mineras 
y renta a propietarios 
particulares
Tipo de afectación Invasión, destrucción, contaminación Contaminación Despojo Despojo
Invasión, destrucción, 
contaminación
Impactos a la salud Sí Sí No No Sí
Impactos  
al ambiente
Contaminación de aire, 








Aún no Afectación a man-glares
Contaminación de 
aire, agua, suelo, ruido, 
deforestación, erosión 
del suelo
Impactos a la 
economía local
Impacto a las activida-
des agropecuarias por la 
contaminación y la im-
posibilidad de cualquier 
actividad productiva 
futura en la zona
Impacto a las 
actividades 
agropecuarias y 
pesqueras por la 
contaminación
Impacto a la ac-
tividad pesquera
Impacto a la 
actividad pesquera 
y a las actividades 
turísticas locales
Impacto a las activida-
des agropecuarias por la 
contaminación y la im-
posibilidad de cualquier 
actividad productiva 
futura en la zona
Impactos a los mo-
dos de vida locales
Contaminación de agua 
y suelo, despojo
El río ya no se 
puede usar para 
bañarse
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frute de la playa 
ya no es libre
El ingreso y disfru-
te de la playa ya no 
es libre
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ruido
Centro de disputa Territorio Calidad de agua
Acceso a playa 
y posibilidad de 
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Acceso a playa 
y posibilidad de 
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En lo referente a las obras de minería, estas 
son similares (y por lo tanto sus afectaciones) en 
al menos los dos casos discutidos. Asimismo, se 
asemejan a lo que se observa a nivel nacional, 
afectando la calidad de agua a falta de mecanis-
mos que obliguen y supervisen a las empresas 
para que traten el agua que utilizan, ocasionando 
por consiguiente problemas con ganado intoxi-
cado por beber agua del río, o cultivos afectados, 
además de daños a la salud de la población, en la 
medida en que tienen contacto con el agua, como 
comunes denominadores.
En el caso de la privatización de las playas, los 
pescadores tradicionalmente ligados a las costas 
mexicanas son los primeros en verse afectados 
porque los desarrollos turísticos de lujo que lle-
gan no quieren su presencia, lo que les arrebata 
la posibilidad de realizar su labor; quedando, en 
el mejor de los casos, con un trabajo mal pagado 
–a decir de ellos– en los hoteles que se van cons-
truyendo.
El caso de la contaminación del río Ayuquila 
es distinto, dado que este problema no se ocasio-
na en torno a un recurso, sino que se relaciona 
con el tratamiento de residuos, algo que es esca-
samente supervisado por el Gobierno mexicano 
a falta de mecanismos más institucionalizados 
para ello.
Como similitud entre los cinco casos descri-
tos, encontramos una resistencia local a los me-
canismos que utilizan los ejecutantes que van en 
detrimento de las poblaciones: de sus medios de 
vida, de su salud y la de su medio ambiente, y del 
acceso a bienes para vivir, como tierra y agua de 
calidad, lo que en su conjunto forma parte im-
portante de su patrimonio. 
Es llamativo que en los cinco casos se trata, 
en el fondo, de bienes de la nación: las playas, el 
río, los minerales, cuyas concesiones otorga el 
Gobierno federal, con el poder que el pueblo le 
otorga para decidir lo mejor para la nación. Sin 
embargo, la existencia de estos conflictos nos ha-
bla de que esto no necesariamente es así. En este 
sentido, es urgente la construcción de nuevos 
vínculos entre la sociedad y el Estado que me-
joren el nivel democrático del país: “La comple-
jidad de muchos recursos naturales impone que 
se requieran sistemas de gobernanza que sean 
sofisticados y de varios niveles o policéntricos, 
en vez de confiarlos a un solo tipo de gobierno” 
(Orstrom, 1990; North, 1999).
Con base en lo anterior, entonces, encontra-
mos en los distintos casos coincidencias impor-
tantes que tienen que ver con la forma en que se 
llevan a cabo los procesos para la toma de este 
tipo de decisiones en el país, tales como la falta de 
información oportuna de las obras a realizarse, 
así como la inexistencia de consultas populares 
para conocer la opinión de la población afecta-
da. Esto nos habla de la ausencia de mecanismos 
para garantizar la soberanía nacional, donde se 
puedan discutir y negociar las distintas necesida-
des e intereses de los actores sociales involucra-
dos (Tetreault et al., 2012; Paz, 2012).
Asimismo, dentro de cada uno de los casos 
podemos encontrarnos con una serie de ilegali-
dades, debido a la falta de aplicación de la nor-
matividad vigente, así como la imposición del 
poder por medios de coerción, como la intimi-
dación y las amenazas contra actores sociales en 
resistencia cuyas acciones van en detrimento de 
los intereses de particulares.
Otro aspecto que llama la atención es el tiem-
po en que transcurre cada caso para que un 
problema se convierta en conflicto. En los casos 
presentados hay problemas que llevan casi 70 
años arrastrándose; mientras que el más breve es 
el caso de Tequesquitlán, que en tan solo 4 años 
logró confrontarse y conformarse su resistencia. 
Esto parece poder relacionarse con el hecho de 
que en los últimos años, además de conflictos 
ambientales, también han emergido cada vez 
más resistencias, y existen redes de apoyo y más 
experiencia en general para manejarlos.
Retomando el tema del territorio que men-
cionamos al principio, los conflictos ambientales 
también pueden entenderse a partir del territo-
rio específico en el que se desenvuelven, donde 
también se construyen las relaciones sociales y 
las cosmovisiones que responden a lugares y mo-
mentos específicos, dado que estos conflictos se 
desarrollan no solo en torno a recursos natura-
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les específicos, sino también en torno a formas 
particulares de apropiación. Se trata, entonces, 
no solo de la lucha por un recurso, sino de la lu-
cha por un territorio en el cual se toman decisio-
nes por sus pobladores con base en su historia y 
sus conocimientos, así como de sus aspiraciones 
como sociedad. El territorio es algo a lo que se 
pertenece, pero que también nos pertenece, o al 
menos las decisiones que en él se toman, de lo 
contrario comienzan los conflictos. Así, las re-
sistencias construidas a partir de estos casos son 
distintas, en función de que parten de diferentes 
territorios y actores (Toledo, 2000). 
En concordancia con lo anterior, queda claro 
que en todos los casos mencionados existe una 
lucha de actores locales por autodefinir su te-
rritorio con base en el reconocimiento de algún 
riesgo o daño directo por las nuevas actividades 
desarrolladas. Además, los conflictos ambien-
tales obtienen una mayor complejidad por la 
interacción entre diversos actores, tanto locales 
como externos, con sus diferentes valorizacio-
nes, conocimientos y poder. Como consecuen-
cia, se trata de una negociación alrededor de la 
normatividad existente, pero, más allá de ella, 
para obtener su objeto de interés: unos luchando 
por sus medios de vida, como la pesca, en con-
traparte de quienes luchan por sacarle beneficio 
turístico a la costa; unos que pelean por tener sus 
comunidades libres de tóxicos provenientes de la 
minería a cielo abierto, y no quedarse con cerros 
o suelo destruidos, además de mantener en buen 
funcionamiento sus trabajos agropecuarios y los 
cimientos de sus viviendas, mientras la otra parte 
pelea por fierro y otros metales para aprovechar 
el buen precio del mercado actual; y finalmen-
te los que exigen un río limpio, por salud y por 
la de los seres vivos asociados a este, además de 
usos agropecuarios, mientras que otros se resis-
ten a pagar el costo de un tratamiento adecuado 
de agua. 
Los impactos de los problemas ambientales 
y la conflictividad social que ocasionan son am-
plios; en lo que respecta a la minería y a la con-
taminación del río, hablamos de casos donde se 
tienen modelos insustentables, lo que a mediano 
y largo plazo afecta de manera importante la vida 
de las poblaciones de la región. Por otra parte, la 
conflictividad social resta gobernabilidad, lo que 
debilita a los gobiernos locales. En este sentido, 
la resistencia permite fortalecer algunos grupos 
de la sociedad civil organizada y pensar en una 
democratización de abajo hacia arriba. Podemos 
ver así que en estos casos de conflictos ambienta-
les los grupos en resistencia se han vinculado con 
redes solidarias que les dan soporte en este tipo 
de demandas ciudadanas y que van marcando al 
Gobierno la pauta de por dónde debe o no debe 
ir; así, a partir de la ciudadanía se van constru-
yendo los canales a través de los cuales se puede, 
si hay voluntad política, ser un país un poco más 
soberano.
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